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SALA POLÍTICO ADMINISTRATIVA

MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Adjunto a oficio Nº 2014 de fecha 14 de enero del 2.000, el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas,  remitió a esta Sala el expediente contentivo del juicio que,  por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos  incoara el ciudadano DANIEL ALIRIO CASTELLANO AMARISTA contra la sociedad mercantil LINEA AEREA FRANCESA AIR FRANCE, a fin de que la Sala se pronuncie acerca de la consulta de jurisdicción.

Por auto de fecha 20 de enero del 2.000 se dio cuenta en Sala y se designó Ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta correspondiente.

I

ANTECEDENTES

Mediante escrito de fecha 2 de agosto de 1999, presentado por ante el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el ciudadano DANIEL ALIRIO CASTELLANO AMARISTA, titular de la cédula de identidad Nº 12.111.456 solicitó la calificación del despido que fue objeto del cargo que, como Administrador, ejercía desde el 10 de marzo de 1999 hasta el 30 de julio de 1999, en la empresa LÍNEA AÉREA FRANCESA AIR FRANCE, sociedad mercantil, inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 18 de marzo de 1949, bajo el Nº 304, Tomo 1-C, y solicitó además el reenganche y pago de salarios caídos.

Por distribución dicha solicitud fue remitida al Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, el cual en fecha 6 de agosto de 1999 ordenó al solicitante ampliara, en los términos de un libelo de demanda, su solicitud.

Mediante escrito de fecha 13 de agosto de 1999, el solicitante, debidamente asistido por el abogado Ignacio Rondón Silva, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 41187, amplía su solicitud y alega que para la fecha de su despido existía inamovilidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 452 de la Ley Orgánica del Trabajo, alegando que:

“…Mi regreso del curso coincidió con la renuncia de uno de los delegados sindicales. Gracias a las simpatías que había ganado entre mis compañeros, fui invitado a proponerme como candidato al cargo por el departamento financiero. El señor Piñango, quien posee una confrontación abierta con la asociación ATAFEV y el cual ha sido declarado a través de varias comunicaciones escritas y verbales persona non grata, cambió su actitud hacia mí inmediatamente. A partir de esa fecha, fui sobrecargado de trabajo (…).

El día 30 de Julio a las ocho y cuarenta y cinco antes meridian, en vísperas a la elección sindical del lunes 9 de Agosto, fui llamado por el señor Piñango, el cual me notificó textualmente: ‘la empresa ha decidido prescindir de sus servicios (…)’, esto sin explicar ninguna causa de despido. Inmediatamente acudí a solicitar ayuda de los miembros de ATAFEV, quienes se sorprendieron por la actitud de la compañía debido a que por la elección del día lunes 9 y según el artículo 452 de la Ley Orgánica existía inamovilidad” 

El 28 de septiembre de 1999, el Juzgado a quo admitió la solicitud y ordenó las actuaciones correspondientes.

Mediante diligencia de fecha 4 de octubre de 1999, la abogada Sibeles del Nogal, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 40586, actuando en su carácter de apoderada judicial de la empresa demandada, consignó el poder que acredita su representación y de conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo y 62 de su Reglamento, informó que la empresa persistía en el despido del demandante, consignó cheque a su favor, correspondiente a indemnización por despido, preaviso y por salarios caídos desde el despido hasta ese día de su comparencia, solicitó al Tribunal diera por terminado el presente procedimiento y ordenara el archivo del expediente.

Mediante decisión de fecha 26 de octubre de 1999, el Tribunal de la causa decidió con lugar la solicitud de calificación de despido, al reenganche y pago de salarios caídos del trabajador, expresando que:

“En el caso bajo examen se evidencia en forma indudable, que la demandada no dio estricto cumplimiento a lo establecido por el legislador, toda vez que no consta de dicha consignación el pago del concepto antigüedad, por lo que tal actuación de la accionada no puede poner fin al procedimiento, por cuanto no se ajustó a la previsión legal procesal.- En consecuencia, como quiera que la demandada confesó que el despido del trabajador es injustificado y no pudiendo poner fin al procedimiento por lo insuficiente de su consignación, procede condenarla al reenganche del trabajador a su puesto habitual de trabajo y al correspondiente pago de los salarios caídos que se sigan causando hasta el efectivo reenganche, quedando a salvo el derecho de la parte accionada de insistir en el despido cumpliendo estrictamente las disposiciones de Ley”

El 29 de octubre de 1999, la apoderada de la demandada apeló de la anterior decisión.

En fecha 4 de noviembre de 1999, el Juzgado de la causa, vista la diligencia anterior, oyó la apelación en ambos efectos y ordenó la remisión del expediente al Juzgado Superior Distribuidor.

El 11 de enero del 2.000, el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas declaró la falta de jurisdicción del Tribunal frente a la Administración Pública y ordenó la consulta obligatoria a este Supremo Tribunal, basándose en lo siguiente:

“En la forma como fue planteada la litis se desprende que la demandada no dio su contestación a la demanda, sino que por el contrario pretendió hacer uso de la facultad que le confiere el Artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, consignando el monto de las prestaciones a que dicho Artículo se contrae, obviando y soslayando la inamovilidad que amparaba al trabajador. Por consiguiente, al no rechazar los hechos alegados por el actor, se tiene por ciento que la demandada produjo el despido, y que para ese momento el trabajador estaba investido de la inamovilidad alegada, prevista en el Artículo 452 de la Ley Orgánica del Trabajo que estatuye lo siguiente: (…).

Por lo que se concluye, que para la fecha del despido el patrono no podía despedirlo, sino por causa justificada debidamente comprobada mediante el procedimiento establecido en el Artículo 453 del mismo texto legal, a los fines de obtener la autorización para efectuar el despido. De por manera que le correspondía al Inspector del Trabajo el conocimiento del presente caso, toda vez que los Tribunales del trabajo y en especial el Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de esta Circunscripción Judicial a cuyo conocimiento fue sometida la calificación del despido, carece de jurisdicción para decidir lo planteado, por lo cual se hace forzoso para esta Alzada, por el carácter de orden público de la norma, declarar la falta de jurisdicción con relación a la Administración Pública para conocer del presente juicio, correspondiéndole dicho conocimiento a la Inspectoría del Trabajo”

II

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 

Para decidir la Sala observa:

En el caso de autos, ha sido alegada una causal de inamovilidad para el momento del despido, como lo es el fuero sindical, de conformidad con lo establecido en los artículos 449, 453 y 454 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo cual sustrae la jurisdicción del  a quo para calificar el despido otorgándola a la Administración Pública a través del Inspector del Trabajo. En consecuencia, alegada como ha sido la inamovilidad del trabajador demandante, ciertamente el conocimiento del presente asunto corresponde al Inspector del Trabajo, que además, de acuerdo con normas expresas de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (Artículos 87 al 97) se exhorta a la protección y son consideradas de estricto orden público, inderogables y no relajables por voluntad de los particulares,  y así se declara.

III

DECISIÓN

En virtud de los razonamientos arriba expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA QUE CORRESPONDE A LA INSPECTORÍA DEL TRABAJO DEL DISTRITO FEDERAL, el conocimiento para decidir la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos interpuesta por el ciudadano DANIEL ALIRIO CASTELLANO AMARISTA en contra de empresa mercantil LINEA AEREA FRANCESA AIR FRANCE, ambas partes antes identificadas.

En consecuencia, se confirma la decisión del Tribunal Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas dictada en fecha 11 de enero del  2.000.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de origen Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veinte y un (21) días del mes de  marzo  del dos mil.- Años 189º de la Independencia y 141º de la Federación. 

El Presidente,

 

CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ
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LEVIS IGNACIO ZERPA

     Magistrado-Ponente
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